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 Ref: respuesta observación convocatoria de menor cuantía N°  319318 de 2019.  
 
Cordial Saludo 
 

Por medio de la presente, procedemos a dar respuesta  a la observación formulada al proceso de 
convocatoria pública de menor cuantía N° 319318 de 2019, que tiene por objeto contractual: 
“SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE MOBILIARIO PARA LAS EXTENSIONES 
TUMACO, IPIALES, TÚQUERRES Y SEDE CENTRAL DE LA UNIVERSIDAD DE 
NARIÑO”, en el siguiente orden:  

Se debe recordar que desde el marco constitucional vigente, el artículo 69 de la Carta Magna 
incorporó el principio de la autonomía universitaria, disponiendo que: 

Artículo 69. Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades podrán darse sus 
directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley. La ley establecerá un 
régimen especial para las universidades del Estado. El Estado fortalecerá la investigación 
científica en las universidades oficiales y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su 
desarrollo. El Estado facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas las 
personas aptas a la educación superior”. (Negrillas, cursivas y subrayas propias). 

Bajo esta perspectiva, la ley 30 de 1992 dio cumplimiento a este precepto superior, 
estableciendo en sus artículos 28 y siguientes, que: 



“Artículo 28. La autonomía universitaria consagrada en la Constitución Política de Colombia 
y de conformidad con la presente Ley, reconoce a las universidades el derecho a darse y 
modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar 
y desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, 
docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus 
profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, 
arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función 
institucional”.  

“Artículo 29. La autonomía de las instituciones universitarias o escuelas tecnológicas y de las 
instituciones técnicas profesionales estará ́ determinada por su campo de acción y de acuerdo 
con la presente Ley en los siguientes aspectos:  

a) Darse y modificar sus estatutos. 

b) Designar sus autoridades académicas y administrativas. 

c) Crear, desarrollar sus programas académicos, lo mismo que expedir los 
correspondientes títulos. 

d) Definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas, 
culturales y de extensión.  

e) Seleccionar y vincular a sus docentes, lo mismo que a sus alumnos. 

f) Adoptar el régimen de alumnos y docentes.  

g) Arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su 
función institucional.  

(…)”.  

En este sentido, el régimen especial y la naturaleza jurídica de las Universidades Estatales fueron 
definidos en el artículo 57 de la norma marco en comento, que dispuso: 

“Artículo 57. Las universidades estatales u oficiales deben organizarse como entes 
universitarios autónomos, con régimen especial y vinculados al Ministerio de Educación 
Nacional en lo que se refiere a las políticas y la planeación del sector educativo.  

Los entes universitarios autónomos tendrán las siguientes características: Personería jurídica, 
autonomía académica, administrativa y financiera, patrimonio independiente y podrán elaborar 
y manejar su presupuesto de acuerdo con las funciones que le corresponden.  

El carácter especial del régimen de las universidades estatales u oficiales comprenderá ́ la 
organización y elección de directivas, del personal docente y administrativo, el sistema de las 
universidades estatales u oficiales, el régimen financiero y el régimen de contratación y 
control fiscal, de acuerdo con la presente Ley.  

 



(…)”.  

Que de esta manera, uno de los elementos propios de la autonomía y del régimen especial de 
las universidades estatales es el relacionado con su régimen contractual y la no sujeción al 
Estatuto General de la Contratación Pública (EGCP). En efecto, el artículo 28 de la Ley 30 de 
1992 señala que las instituciones de educación superior, tanto públicas como privadas, tienen 
derecho a gestionar y aplicar autónomamente sus recursos para el cumplimiento de su objeto 
social y de su función institucional. A su turno, los artículos 57 y 93 de la misma ley establecen, 
de manera puntual, que los entes universitarios del Estado contarán con un régimen contractual 
especial, correspondiendo plenamente al régimen de derecho privado. 

Que producto de lo anterior, mediante Acuerdo No. 126 del día quince (15) de diciembre de 
dos mil catorce (2014) el Consejo Superior Universitario profirió el denominado Estatuto de 
Contratación de la Universidad de Nariño, disponiendo las siguientes modalidades de 
contratación:  

ARTÍCULO 18. (Modificado por Acuerdo No. 093 del 26 de noviembre de 2015) 
Modalidades de Contratación.  

Las modalidades de contratación de la Universidad de Nariño serán:  

a. Convocatoria Pública de Mayor Cuantía  

b. Convocatoria Pública de Mediana Cuantía  

c. Convocatoria Pública de Menor Cuantía  

d. Contratación Directa, 

Respecto a la modalidad de contratación de menor cuantía, se dispuso lo siguiente:  

ARTÍCULO 21. (Modificado por Acuerdo No. 093 del 26 de noviembre de 2015). 
Convocatoria Pública de Menor Cuantía. Se realizará cuando la contratación sea superior 
a veinte salarios mínimos legales vigentes (20 smmlv) e inferior o igual a ciento cincuenta (150 
smmlv). (…) 

Ahora bien, frente al requisito habilitante de Registro Único de Proponentes, el Estatuto  de la 
Universidad, señaló: 

ARTÍCULO 13. (Modificado por Acuerdo No. 093 del 26 de noviembre de 2015) Registro 
de Proveedores. Los ordenadores del gasto se abstendrán de contratar con personas naturales o 
jurídicas que no se encuentren inscritas en el Registro de Proveedores de la Universidad que 
para tal efecto llevará la Oficina de Planeación y Desarrollo. Para inscribirse en el registro 
de proveedores de la Universidad el posible ofertante debe estar inscrito en el 
Registro Único de Proponentes de las Cámaras de Comercio. El Manual que expida el 
Rector podrá contemplar excepciones a esta obligación, frente a personas naturales no obligadas 
a llevar contabilidad; pertenecientes a régimen  simplificado o contratistas por servicios, por 
obra o labor en el ámbito de la contratación directa y determinará las reglas de su aplicación. 
(Subrayado fuera del texto). 



En este orden de ideas, la convocatoria objeto de observación, cumple con lo dispuesto en el 
Acuerdo 126 de 2014, Estatuto Interno de Contratación, por tratase por una convocatoria bajo 
la modalidad de menor cuantía y  el Registro Único de Proponentes es un requisito obligatorio 
para contratar con la Universidad, cuando se adelanten convocatorias públicas sin importar la 
modalidad, y así se dispuso, desde los requisitos establecidos para  registrarse con el banco de 
proveedor de la Universidad.    

Sin ser otro el motivo de la presente  

Se suscribe,  

 
Daniel Portilla Guerrero  
COORDINADOR DE COMPRAS Y CONTRATACIÓN  
 
Original firmado 
  

  


